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Resumen

El Objetivo de Desarrollo Sostenible (ODS) 16 vislumbra sociedades pacíficas, justas e inclusivas fun-
dadas en el respeto a los derechos humanos, el Estado de derecho y la buena gobernanza en todos los
niveles, además de instituciones transparentes, eficaces y responsables que rindan cuentas. En este do-
cumento se ofrece un análisis sobre los logros y desafíos en la implementación del ODS 16 en América
Latina, incorporando los compromisos de cooperación internacional en este proceso. También se habla
sobre el origen del ODS 16 en el marco del diseño de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. De
forma singular, se analiza la doble naturaleza implícita en el objetivo, legal y política, y su vocación trans-
formadora, a partir de sus tres pilares: paz, justicia e instituciones. También se reflexiona sobre la nece-
sidad de una gobernanza multinivel más profunda con una mejor comunicación entre los diferentes
niveles de gobierno y una coordinación horizontal reforzada entre sectores políticos y las múltiples par-
tes interesadas. Finalmente, se discute el lema “no dejar a nadie atrás” y la construcción de un entorno
habilitador, a la luz de las tensiones sociales y crisis políticas en algunos países en la región.
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Abstract

Sustainable Development Goal 16 (SDG 16) foresees peaceful, fair and inclusive societies based on the
respect for human rights, the rule of law and good governance overall, as well as transparent, efficient
and accountable institutions. This text offers an analysis of the achievements and challenges that the
implementation of SDG 16 presents in Latin America and incorporates international cooperation commit-
ments in this process. Also, it discusses the origins of SDG 16 within the framework of the 2030 Agenda
for Sustainable Development design. Singularly, it analyzes the double nature implicit in this goal, both
legal and political, as well as its transformative vocation, instilled in its three pillars: peace, justice and
institutions. It also includes a reflection on the need to achieve a deeper multilevel governance with bet-
ter communication between the different levels of government, coupled with a reinforced horizontal
coordination between political sectors and multiple stakeholders. Finally, it discusses the “leaving no
one behind” motto and the construction of an enabling environment, given the latest social tensions
and political crises in certain countries in the region. 
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Los pueblos de América tienen derecho a la democracia
y sus gobiernos la obligación de promoverla y defenderla.

(Art. 1, Carta Democrática Interamericana, 
Organización de los Estados Americanos, 2001)

Introducción

Muchas voces hablan sobre la crisis, el retroceso o el declive de la democracia liberal en el mundo. La
ironía es que sean los mismos mecanismos que brindan sustento a la democracia liberal los que han
permitido el crecimiento de esta tendencia negativa. Los valores populistas, iliberales, xenófobos y
antiinmigrantes visibles en Europa y América del Norte también están presentes en América Latina.
Basta señalar el autoritarismo en Venezuela y Nicaragua, las protestas violentas en octubre de 2019
en Chile y Ecuador (con toques de queda incluidos)1, el disputado “golpe de Estado” en Bolivia en no-
viembre de 2019, y el giro a gobiernos de derecha en Brasil, Colombia y Paraguay. Como bien resume
Daniel Zovatto (2019), director regional para América Latina y el Caribe de IDEA Internacional:

[E]n numerosos países, líderes electos (en elecciones más o menos libres) han venido debilitando
gradual y sistemáticamente los elementos centrales de la democracia: la independencia de los
poderes, la autonomía de los tribunales, los órganos de control, amenazando a los medios de co-
municación, restringiendo los espacios de la sociedad civil, coaccionando a los empresarios, des-
mantelando de múltiples maneras los partidos de oposición y controlando para sus propios
beneficios las agencias de inteligencia, la policía y los militares. De este modo, las estructuras y
normas de la democracia que sobreviven se convierten en un cascarón vacío. Bajo este proceso
de degradación gradual, característico de un nuevo tipo de autoritarismo, la democracia ya no
muere de infarto, sino que se va asfixiando lentamente.

Asimismo, retoma la advertencia del periodista del diario El País, Antonio Caño:

Quizá sea conveniente anotar que la crisis de la democracia liberal no tiene por qué desembocar
en un sistema plenamente totalitario o antidemocrático. Lo que la realidad nos va mostrando
apunta más bien al surgimiento de modelos no liberales y semidemocráticos bajo la formalidad
de una democracia con elecciones periódicas. Asistimos, más que a un drástico cambio de sis-
tema, a la degradación paulatina de la democracia, lo que no solo puede limitar nuestra libertad
sino perjudicar gravemente nuestra convivencia (Zovatto, 2019).

El informe sobre el Estado Global de la Democracia 2018 de IDEA Internacional, con insumos del
Latinobarómetro 2018, revela que: 

1) América Latina es la tercera región más democrática del mundo después de América del Norte
y de Europa; 2) la calidad de la democracia en la región ha sufrido un nuevo deterioro; y 3) la va-
riable en la que la región sale mejor evaluada es la que corresponde a los procesos electorales,
mientras que donde obtiene una calificación más baja es en la variable de cultura política (Zo-
vatto, 2019). 

1 Ver, por ejemplo: El País (2019); Manetto (2019a) y Manetto (2019b).



Efectivamente, el Latinobarómetro de 2018 indica que “el apoyo a la democracia, promedio regional,
cayó en 2018 otros cinco puntos para situarse en el 48% (el nivel más bajo desde 2001)” (Zovatto, 2019).

Es menester decir que el ODS 16 promueve sociedades pacíficas e inclusivas para el desarrollo soste-
nible, a la vez que propone facilitar el acceso a la justicia para todos y crear instituciones eficaces, res-
ponsables e inclusivas en todos los niveles (Naciones Unidas, s/f ). Por su importancia, puede decirse
que (a la par del ODS 17) constituye el sine qua non de la Agenda 2030, porque sin este enfoque integral
y holístico, que contribuye al entorno “habilitador” (y sin los recursos apropiados), no se pueden al-
canzar los demás objetivos de la agenda. Efectivamente, se habla del ODS 16 como un “catalizador”
bajo la denominación “ODS 16+” por su interacción con otros ODS (Global Alliance, 2019: 24-29; Sa-
nahuja, 2019: 46-49). 

En el ámbito global, cada año, en el Foro Político de Alto Nivel sobre el Desarrollo Sostenible de las
Naciones Unidas (HLPF, por sus siglas en inglés), los países presentan Informes Nacionales Voluntarios
sobre su progreso respecto de la implementación de los ODS. En América Latina y el Caribe, 21 países
lo hicieron entre 2016 y 2019 (algunos de ellos incluso dos veces: Chile, Colombia, Guatemala, México
y Uruguay)2. Además, se realizan revisiones temáticas continuas. En 2019, bajo el tema “Empoderar a
las personas y garantizar la inclusión y la igualdad”, se debe revisar el progreso global específicamente
en el ODS 16.

En un continente que muestra una de las distribuciones del ingreso más desiguales del mundo3, ele-
vadas tasas de homicidios y violencia contra activistas de derechos humanos y del medio ambiente, y
altos niveles de corrupción e impunidad, hacer funcionales las instituciones, los procesos de institu-
cionalización y participación ciudadana, y la profesionalización de procesos político-administrativos,
se considera comúnmente como un desafío particular respecto de la implementación de la Agenda
2030. Dicho de otra forma, se requiere una aproximación de whole of government con respecto a la lo-
calización de los compromisos en los ámbitos subnacionales de gobernanza, junto con una aproxima-
ción de whole of society que se sustente en consultas con actores no estatales. En América Latina, urge
tomar en serio la llamada a “transformar” las sociedades mediante la Agenda 2030, y el ODS 16 es
prácticamente el punto de partida. 

Sin embargo, los cambios disruptivos que se han producido por la Cuarta Revolución Industrial, basada
en la automatización y la inteligencia artificial (IA), plantean enormes retos a las instituciones políticas
que sufren por una lentitud inherente respecto de los ajustes necesarios y la asimilación que se hace
desde los gobiernos. Así, hay un desfase entre la aceleración vertiginosa en materia de tecnologías y
servicios, por un lado, y reformas, programas y medidas, por el otro, que tienen como objetivo fomentar
el desarrollo, pero en ocasiones se produce un fenómeno que denomino de “mito-desarrollo”: apa-
rentemente hay avances, pero en realidad no se logra una mejora sustancial en la calidad de vida, y en
derechos humanos y sostenibilidad para la mayoría de la gente (Villanueva Ulfgard, 2019). Unida a la
crisis de la democracia en la región, se plantea la duda de qué se está haciendo en realidad. ¿Acaso al-
gunos países de América Latina están en riesgo de caer en la trampa de “palomear” (esto es, dar por
conseguidos) los indicadores del ODS 16, sin lograr realmente una mejor calidad de las acciones pro-
puestas, dejando de lado implícitamente el compromiso de fomentar la paz, la justicia y las institucio-
nes en la región?

De acuerdo con el Centro de Desarrollo de la Organización para la Cooperación y el Desarollo Econó-
micos (OCDE), la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), la Comisión Euro-
pea, y el Banco de Desarrollo de América Latina CAF, la planificación del desarrollo ha evolucionado

2 Para la lista completa, consúltese: https://www.cepal.org/es/temas/agenda-2030-desarrollo-sostenible/america-latina-ca-
ribe-foro-politico-alto-nivel.
3 Según el Latinobarómetro 2018: “únicamente el 16% de la población latinoamericana considera que la distribución de la ri-
queza es justa” mientras que el “79% considera que no se gobierna para el bien de todo el pueblo sino para el beneficio de unos
pocos” (Zovatto, 2019).
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de manera significativa en América Latina, sobre todo por medio de la adopción de los planes nacio-
nales de desarrollo (PND), que han impulsado “una visión más integral y multidimensional del desa-
rrollo, con un fuerte énfasis en la igualdad, la inclusión social y la erradicación de la pobreza” (OCDE,
2019b: 13). Sin embargo, en el esfuerzo por implementar PND en el largo plazo, se han identificado al-
gunos problemas, entre ellos, que no existe suficiente capacidad técnica para diseñar reformas y pro-
gramas planificados, que los procesos de implementación carecen de suficiente continuidad debido a
frecuentes cambios en el gobierno, y que no hay suficientes recursos asignados para poner en marcha
los planes y la coordinación entre su diseño y el presupuesto es limitada (OCDE, 2019b: 14). 

Esta situación se aprecia con claridad a la luz de las llamadas “trampas” del desarrollo, que presentó
la CEPAL en su informe “Nuevos desafíos y paradigmas: perspectivas sobre la cooperación interna-
cional para el desarrollo en transición” (CEPAL, 2018b)4. Entre ellas, la “trampa” institucional hace
mención a que, pese a los avances logrados, las instituciones no han podido responder a las crecientes
demandas de los ciudadanos. La desconfianza y la poca satisfacción con los servicios públicos se han
acrecentado. A gran parte de los ciudadanos no les parece importante cumplir con sus obligaciones
sociales, como la de pagar impuestos. Todo esto dificulta recaudar los ingresos fiscales necesarios para
financiar mejores servicios públicos y responder a las exigencias sociales. Efectivamente: “Esto crea
un círculo vicioso que pone en peligro el contrato social en la región” (OCDE, 2019b: 11).

En efecto, son muchos los factores que explican la insatisfacción ciudadana en América Latina. Lo que
más parece importar a los ciudadanos se refiere a los problemas económicos (empleo e ingresos), la
calidad de los bienes y servicios (especialmente los destinados a combatir el crimen y la violencia, y a
la provisión de salud y educación), y los problemas políticos (sobre todo, la corrupción5), según el La-
tinobarómetro 2017 (OCDE, 2019b). 

Así, se pueden entender los documentos que rigen las políticas públicas (desde la OCDE a la CEPAL)
como una palanca para mitigar los riesgos de que los gobiernos/las autoridades no caigan en un auto-
ritarismo o una militarización de la seguridad, a causa de un Estado caracterizado por escasa confianza
ciudadana y políticas públicas deficientes. En ese sentido, la presencia de organismos internacionales
en la región es una suerte de “amortiguador” entre las protestas sociales y las dificultades de las auto-
ridades para construir un camino constructivo en el corto/mediano plazo. Sin embargo, como conse-
cuencia de la “graduación” del estatus como país receptor de ayuda al desarrollo, se suspende el
capital, la asesoría técnica y la presencia misma de los organismos internacionales, y queda un vacío
que puede poner en riesgo la estabilidad de las instituciones políticas6. Ahora bien, al margen de la
presencia de estas instituciones, la región necesita estrategias de políticas públicas innovadoras, entre
ellas, se deben promover alianzas entre países de diferentes niveles de desarrollo, que participen
“como pares” para afrontar desafíos políticos específicos y compartidos (OCDE, 2019b: 18), esto a la
luz de los “países graduados”, y de las fuentes de financiamiento necesarias7. 

Justamente, en la discusión sobre los países en América Latina y su “desarrollo en transición” (Sana-
huja y Ruiz, 2019), una dimensión tiene que ver con el debate acerca de la “graduación de los países
de renta media”. Desde 2018, Chile y Uruguay son “graduados” y tal vez Argentina y Panamá también
se sumen a esta categoría en la próxima revisión del Comité de Ayuda al Desarrollo (CAD) de los países

4 Concepto retomado de los organismos internacionales mencionados. El avance hacia niveles más altos de ingreso de los países
de América Latina y el Caribe crea nuevos retos de desarrollo —las “nuevas” trampas del desarrollo— en el ámbito productivo,
social, institucional y medioambiental (OCDE, 2019b: 4-5).
5 Los resultados positivos del gobierno en la lucha contra la desigualdad se han visto eclipsados por escándalos de corrupción
que, a su vez, han socavado la confianza ciudadana (OCDE, 2018).
6 Por ejemplo, sería interesante revisar la situación de Guatemala tras la expulsión de la Comisión Internacional contra la Im-
punidad en Guatemala (CICIG).
7 Varios factores de riesgo limitan la capacidad de los países de América Latina y el Caribe para ampliar la nueva agenda de de-
sarrollo, entre ellos: la insuficiente movilización de recursos nacionales, los relativamente bajos flujos de ayuda oficial al desa-
rrollo y la dificultad de canalizar los flujos privados para el desarrollo (OCDE, 2019b).
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receptores8. Ante este escenario, la Secretaría General Iberoamericana (SEGIB), advierte sobre la ne-
cesidad de “analizar y evaluar la forma de adaptación a la relación con los países donantes tradiciona-
les, teniendo presente el compromiso global al año 2030 y que los flujos de financiamiento de la
cooperación internacional al desarrollo deben adecuarse para hacer posible el logro de los ODS y sus
metas, donde la igualdad y la equidad sean prácticas y no solo principios” (SEGIB, 2018: 33). En lo an-
terior, la Cooperación Sur-Sur se presenta como una estrategia importante para enfrentar este esce-
nario de más países “graduados” en la región, y tal vez se puede esperar que ellos aboguen por una
inclusión más oportuna en las instituciones globales de gobernanza (cf. 16.8), en función de su capa-
cidad como “puentes” entre los países desarrollados y los países en vía de desarrollo. 

Finalmente, es necesario repensar las instituciones para promover Estados más abiertos y transparen-
tes, que aumenten la confianza ciudadana; Estados más eficientes y eficaces, por medio de mejores
prácticas de administración y gobernanza, y Estados más innovadores y con una visión de largo plazo,
a fin de fomentar un nuevo vínculo con una ciudadanía que tiene nuevas expectativas y enfrenta ma-
yores retos en un mundo que cambia rápidamente, todo esto sin olvidar el papel que la cooperación
internacional puede desempeñar al respecto (OCDE, 2019b). En este sentido, la Agenda 2030 y los
ODS representan un consenso renovado sobre un nuevo modelo de desarrollo y un importante avance
político. Restablecen el carácter multidimensional de las necesidades de desarrollo y el principio de
las responsabilidades compartidas. 

Este artículo se divide en cuatro partes: primero, habla del origen del ODS 16 en el marco del diseño
de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible y describe los vínculos entre paz, justicia e institucio-
nes. A continuación, desarrolla cada uno de estos pilares con detalle, con ejemplos destacados de acciones
en el ámbito nacional que se han llevado a cabo para atender los compromisos de implementación del ODS
16. Además, el documento señala algunas iniciativas de cooperación internacional como palanca en la im-
plementación del ODS 16 en la región9. Se presta especial atención a la cuestión de las instituciones,
lo que engloba tres secciones: “arreglos institucionales: enfoque gobernanza multinivel y multiactor”,
“las ideas de gobierno abierto” —que incluye tres discusiones sobre “lucha contra la corrupción”, “pro-
ducción de datos confiables” y “acceso a la información”— y, finalmente, el tema de “inclusión, par-
ticipación, representación y coordinación de múltiples partes interesadas”. El artículo concluye que,
en un escenario lleno de incertidumbres y tensiones sociales en varios países de la región, el panorama
no es esperanzador y, si se observan las cifras, tampoco promisorio para la adecuada implementación
del ODS 16 en América Latina, si bien hay señales alentadoras que hay que observar con interés.

Antecedentes y reflexiones sobre el vínculo entre paz, justicia e instituciones

El fin de la Guerra Fría llevó a una nueva manera de conceptualizar la seguridad, sobre todo desde la
lógica estatal. En el marco de la Organización de las Naciones Unidas (ONU), desde la agenda de Se-
guridad Humana impulsada en 199410, la conceptualización sobre seguridad se ha hecho desde un en-
foque integral. Entre las nuevas dimensiones incorporadas se puede mencionar específicamente la de
liberarse “del miedo” y de “la necesidad”. El enfoque integral condujo a desarrollar nuevos vínculos
“entre seguridad y desarrollo [que] incorporaba el Desarrollo Humano, los Derechos Humanos y la
responsabilidad transnacional en relación a cómo afrontar las amenazas a la seguridad” (Ferrero-Tu-
rrión, 2019: 94). Así, esta “responsabilidad transnacional” dio un nuevo giro a la cooperación interna-
cional, con nuevas herramientas para gestionar estos desafíos. La seguridad ya no apela solo a las
capacidades militares, para evitar el peligro, la amenaza y el riesgo en un sentido más clásico, sino
también a la gestión de las condiciones sociales y estructurales. Además, las políticas públicas desti-

8 A condición de que se mantengan hasta 2019 por encima del umbral de renta alta (Sanahuja y Ruiz, 2019: 32).
9 Hay multitud de iniciativas y programas internacionales que giran en torno al ODS 16, entre otros: Global Alliance, the Tap
Network, Pathfinders, 16 Plus Forum, SDG 16 Data Initiative, y la Alianza para el Gobierno Abierto.
10 Ese año, el PNUD publicó el informe sobre Desarrollo Humano bajo el título: “Nuevas Dimensiones de la Seguridad Humana”.
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nadas a este propósito deberían articularse desde una perspectiva multinivel y multiactor. En conse-
cuencia, la noción de “paz positiva” está enfocada a la consecución de la paz en la sociedad, pero de-
bería ampliarse para tomar en cuenta la seguridad del individuo, la justicia y la equidad como parte
de su propia seguridad (humana), para hacer un claro contraste con la “paz negativa”, que se basa en
la concepción de la “ausencia de guerra”, con una referencia estatal fundamental11.

Es aquí donde el ODS 16 aparece como una de las principales innovaciones de los ODS en su conjunto.
Con un enfoque de “paz positiva”, propone siete principios aplicables para que las instituciones sean
efectivas, inclusivas, receptivas, participativas, representativas, responsables y transparentes. Esto
presupone que las sociedades pacíficas requieren cumplir con estos principios en sus instituciones
para lograr todos los ODS, sea en materia de educación, salud, crecimiento económico o cambio cli-
mático. Sin una paz sostenida, que va más allá de la mera ausencia de violencia, los avances en el de-
sarrollo se revierten tarde o temprano. Asimismo, sin inclusión y acceso a la justicia para todos, las
desigualdades en la reducción de la pobreza y el desarrollo socioeconómico aumentarán y el compro-
miso de los países de “no dejar a nadie atrás” se pone en riesgo. Es preciso decir que hay un elemento
trascendental en el ODS 16 que se centra en cambiar las normas e instituciones, tanto formales como
informales, lo que se entiende moldearía también los comportamientos de las personas y las organi-
zaciones en las esferas social, económica, ambiental y política. La idea es producir metas genéricas
de reducción de la violencia en todas sus formas, y establecer una amplia agenda de lo que se denomina
“buen gobierno”. El hecho de que ambas estén juntas supone un reconocimiento expreso de la relación
virtuosa entre sociedades pacíficas, capaces de encauzar el conflicto social y político, y los sistemas
de gobierno legítimos, eficaces, inclusivos y respetuosos con los derechos humanos. Sin embargo, el
ODS 16 está muy cerca de afectar a las propias reglas y jurisdicción interna de los Estados, en su lógica
más cercana al interés nacional y soberanía. Por tal motivo, en la redacción de las metas se excluyó el
término seguridad en favor de un enfoque sobre “la prevención del conflicto y la violencia”.

Sin embargo, entre los ocho Objetivos de Desarrollo del Milenio (ODM) de la ONU, ninguno hizo ex-
plícitos estos vínculos y conceptualizaciones. Efectivamente, el documento final de la Cumbre Mundial
de 2005 declara: “9. Reconocemos que la paz y la seguridad, el desarrollo y los derechos humanos son
los pilares del sistema de las Naciones Unidas y los cimientos de la seguridad y el bienestar colectivos.
Reconocemos que el desarrollo, la paz y la seguridad y los derechos humanos están vinculados entre
sí y se refuerzan unos a otros”. Además: “11. Reconocemos que la gobernanza y el imperio de la ley en
los planos nacional e internacional son fundamentales para el crecimiento económico sostenido, el
desarrollo sostenible y la erradicación de la pobreza y el hambre” (Naciones Unidas, 2005).

En la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Desarrollo Sostenible (Río+20) (2012), los Estados
miembros reafirmaron “la importancia de la libertad, la paz y la seguridad, el respeto de todos los de-
rechos humanos, [...] el Estado de derecho, la igualdad de género, el empoderamiento de las mujeres
y el compromiso general a sociedades justas y democráticas para el desarrollo”, “para lograr nuestros
objetivos de desarrollo sostenible, necesitamos instituciones en todos los niveles que sean efectivas,
transparentes, responsables y democráticas” (Naciones Unidas, 2012). En el documento final de
Río+20, El futuro que queremos, se resolvió establecer un proceso intergubernamental inclusivo y trans-
parente abierto a todas las partes interesadas con miras a desarrollar los ODS. Dicho documento or-
denó la creación de un Grupo de Trabajo Abierto intergubernamental, que habría de presentar un
informe a la 68ª sesión de la Asamblea General de las Naciones Unidas (AGNU) con una propuesta de
objetivos de desarrollo sostenible para su consideración.

Es importante decir que durante las sesiones sexta y octava (9-13 de diciembre de 2013 y 3-7 de febrero
de 2014, respectivamente) del Grupo de Trabajo Abierto (OWG, por sus siglas en inglés), por medio
de consultas abiertas (ONG, OI, grupos de expertos y representantes de los miembros de la ONU), se
trató la interrelación entre paz, Estado de derecho y gobernanza. No está de más decir que las potencias

11 Sobre “la paz liberal y la comprensión sociohistórica de la violencia y el conflicto armado”, véase Sanahuja (2019: 29-32).
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emergentes fueron instrumentales en el diseño del ODS 16 para sacar del documento el término segu-
ridad (perteneciente al Consejo de Seguridad de la ONU) e incluir la expresión desarrollo de capacida-
des, con la que se asumía un compromiso con un papel más grande para los países en desarrollo en las
instituciones de gobernanza global, y se mantenían la prevención de la violencia y la reducción de los
flujos ilícitos de armas como cambios de la concepción más clásica (Call y De Coning, 2017: 267). Otros
temas significativos fueron el aseguramiento de una justicia efectiva por medio de instituciones sólidas
que promuevan y protejan el Estado de derecho, sobre todo para los más vulnerables, la defensa de
los derechos humanos, la gobernanza como medio fundamental para el desarrollo inclusivo social y
económico, y la sostenibilidad del medio ambiente. Posteriormente, el Grupo Interinstitucional y de
Expertos sobre Indicadores de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (IAEG-SDG, por sus siglas en
inglés), con los insumos del Grupo de Trabajo Abierto, presentó la propuesta final de indicadores ante
la Comisión de Estadísticas de la ONU durante su 47º periodo de sesiones en marzo de 2016. Así, a
partir de esa fecha, dicho grupo ha celebrado reuniones para actualizar continuamente la clasificación
de los niveles correspondientes a cada indicador en tres grupos diferentes. El Nivel 1 señala que el in-
dicador es conceptualmente claro, tiene una metodología establecida internacionalmente y hay es-
tándares disponibles, y los países producen regularmente datos de al menos el 50% de los países y de
la población en cada región donde el indicador es relevante. En el Nivel 2 el indicador es conceptual-
mente claro, tiene una metodología establecida internacionalmente y hay estándares disponibles, pero
los países no producen datos regularmente. Finalmente, en el Nivel 3 se subraya que todavía no se dis-
pone de metodología o estándares establecidos internacionalmente para el indicador, pero la meto-
dología/los estándares se están desarrollando o probando. Es pertinente comentar que, después de la
penúltima reunión, del 4 de marzo de 2019, para el ODS 16 hay 16 indicadores del Nivel 2, siete indi-
cadores del Nivel 1 y solo uno del Nivel 3. Se puede observar que la ambición ha sido mover algunos
indicadores del Nivel 3 al Nivel 2, para así contar con mayor rigurosidad en la implementación (United
Nations Statistics Division, 2019). Efectivamente, de los 23 indicadores globales en el ODS 16, 10 son
medidas basadas en encuestas. No es sorprendente, ya que muchos problemas relacionados con la go-
bernanza, la paz, la seguridad y los derechos humanos requieren preguntar a las personas qué piensan
o qué han experimentado. Una estrategia es agregar preguntas a las encuestas nacionales de hogares,
que suele ser un método rentable y eficiente para recopilar datos. Este método puede contrarrestar la
crítica con respecto a la trampa de dar por válidos resultados en el agregado, sin prestar atención a la
necesidad de desglosar respuestas al nivel del individuo, e incorporar variables como género, educa-
ción y situación familiar, entre otros.

Paz

Las ideas sobre la paz se reflejan en las siguientes metas e indicadores12:

Meta 16.1: Reducir significativamente todas las formas de violencia y las correspondientes tasas de
mortalidad en todo el mundo.

16.1.1 Número de víctimas de homicidios intencionales por cada 100.000 habitantes, desglosado por
sexo y edad.

16.1.2 Muertes relacionadas con conflictos por cada 100.000 habitantes, desglosadas por sexo, edad
y causa.

16.1.3 Proporción de la población que ha sufrido violencia física, psicológica o sexual en los últimos 12
meses.

12 Toda la información sobre las metas e indicadores de este artículo provienen del “Anexo Marco de indicadores mundiales
para los Objetivos de Desarrollo Sostenible y metas de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible” (A/RES/71/313). Labor
de la Comisión de Estadística en relación con la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Disponible en: https://unstats.
un.org/sdgs/indicators/Global%20Indicator%20Framework_A.RES.71.313%20Annex.Spanish.pdf.
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Meta 16.2: Poner fin al maltrato, la explotación, la trata y todas las formas de violencia y tortura contra
los niños.

16.2.2 Número de víctimas de la trata de personas por cada 100.000 habitantes, desglosado por sexo,
edad y tipo de explotación.

Meta 16.4: Reducir significativamente las corrientes financieras y de armas ilícitas, fortalecer la recupe-
ración y devolución de los activos robados y luchar contra todas las formas de delincuencia organizada.

16.4.1 Valor total de las corrientes financieras ilícitas entrantes y salientes (en dólares corrientes de
Estados Unidos).

16.4.2 Proporción de armas incautadas, encontradas o entregadas cuyo origen o contexto ilícito se ha
determinado o establecido por una autoridad competente, de conformidad con los instrumentos
internacionales.

El Latinobarómetro 2018 revela que la inseguridad se considera uno de los mayores problemas de la re-
gión, junto con la situación económica, el desempleo y la corrupción. Como resume CEPAL: “La violencia
en sus diversas manifestaciones erosiona el tejido social de los países de América Latina y el Caribe y es
un problema transversal para el desarrollo inclusivo; los elevados índices de violencia afectan directa-
mente a los jóvenes. La violencia de género, el feminicidio y el femicidio, el acoso y la trata de personas
constituyen una problemática regional que se ha transformado en un asunto que requiere atención ur-
gente” (CEPAL, 2019a). En el caso de México, según datos oficiales, el país cerró 2018 con una tasa de 29
homicidios por cada 100.000 habitantes, superando así la de 2017, de 26 homicidios (INEGI, 2019). En
diciembre de 2006, el expresidente Felipe Calderón declaró lo que popularmente se conoció como “la
guerra contra el narco”, que hasta mediados de 2018 resultó en 257.556 homicidios en el país, de acuerdo
con cifras del Instituto Nacional de Estadística y Geografía (INEGI) y del Sistema Nacional de Seguridad
Pública (Croda, 2018). Además, se han reportado más de 37.000 desapariciones que ha reconocido el
Estado. Entre diciembre de 2012 y enero de 2018, la Procuraduría General de la República inició más de
9.000 investigaciones sobre torturas (aunque pocos casos resultan en fallos) (Human Rigths Watch, s/f ).
Si se suma todo eso a un escenario de violencia e inseguridad generalizadas y en diversos niveles, se en-
tiende que el país tenga desplazamientos continuos de miles de personas a lo largo y ancho del territorio.
Otro tema sensible, el de los feminicidios, no ha disminuido, sino que se ha incrementado de forma alar-
mante: en 2019, hasta el 1 de octubre, se habían registrado 638 feminicidios en el país, según cifras del
Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública. El tema es de tal gravedad que la res-
puesta institucional ha sido lanzar un equipo integral (con instancias públicas y privadas) que coordina
la Secretaría de Gobernación con el fin de prevenir los feminicidios. Efectivamente, la Secretaría ha de-
clarado que los feminicidios ya forman parte de la Mesa de Seguridad y es un tema de preocupación para
la Guardia Nacional, que actualmente recibe capacitación en materia de perspectiva de género para aten-
derlo de manera específica (Vargas, 2019). Sin embargo, al cierre de 2019 puede verse que del tema se
desdibuja la especificidad por la grave espiral de violencia entre los narcocárteles y el gobierno. Además,
hay muchos interrogantes en torno al funcionamiento de la nueva Guardia Nacional —una institución
de seguridad pública, policial y civil—, que ha generado debate sobre la integración y funcionalidad de
un cuerpo civil que opera, en gran medida, bajo instrucción militar. Así que las visiones en el Plan Na-
cional de Desarrollo (2019-2024) bajo el “Eje 1. Justicia y Estado de Derecho”, (1.4) “Construir la paz y la
seguridad con respeto a los derechos humanos” y (1.9) “Construir un país más resiliente, sostenible y se-
guro” (Gobierno de México, 2019) parecen muy difíciles de alcanzar.

Cabe señalar algunos ejemplos regionales destacados que muestran cómo desde el Estado se ha buscado
implementar la meta sobre la paz. En El Salvador y Guatemala hay programas de prevención del ciberdelito
con niños y adolescentes en las escuelas públicas. La práctica del deporte “como herramienta para la paz y
el desarrollo” figura en las políticas de juventud de Barbados, las Islas Vírgenes Británicas, Guyana y Santa
Lucía (la República Dominicana participa como país piloto en un programa de prevención del delito me-
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diante esta actividad) (CEPAL, 2019b). En 2017, el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos de Argentina
condujo la primera Encuesta nacional de victimización. Además, ese país ha desarrollado equipos judiciales
especializados en violencia intrafamiliar, sexual e institucional en todas las agencias del sector judicial. El
objetivo es garantizar el acceso a la justicia para una gran cantidad de grupos marginados, incluidas las per-
sonas con discapacidad, los indígenas y afrodescendientes, las mujeres, los menores, los adolescentes, las
personas LGBTI y los adultos mayores. Estos ejemplos proponen una manera de tratar la cuestión de la paz
con una mirada más benévola, y con acciones posibles.

Respecto a la meta 16.4, la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, por sus
siglas en inglés) junto con la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Comercio y Desarrollo (UNCTAD,
por sus siglas en inglés), ha desarrollado un marco para la recopilación de datos sobre Flujos Financieros
Ilícitos (FFI) relacionados con mercados ilegales y otras actividades delictivas. Este marco se está ejecu-
tando actualmente como prueba piloto en cinco países de América Latina. Ahora bien, el indicador 16.4.2
se basa en un enfoque que implica explotar la información proporcionada sobre la implementación de las
medidas internacionales de control de armas existentes y aprovechar las sinergias entre estas medidas
para generar mejores datos. Si bien el acuerdo sobre sus definiciones y metodología está más avanzado
que para el indicador 16.4.1 (sobre los FFI, Nivel 3), los datos generados hasta ahora sobre los flujos ilícitos
de armas han sido decepcionantes. Solo un número limitado de Estados ha respondido a los esfuerzos de
recopilación de datos que hasta ahora muestran claras inconsistencias. Estas inconsistencias podrían obs-
taculizar los esfuerzos para medir el cumplimiento de la meta 16.4 en su conjunto (Caparini, Bromley y
Malaret, 2019: 24). Aunque los Estados de América Latina y el Caribe han acordado una variedad de ins-
trumentos destinados a establecer una comprensión común del concepto de los flujos de armas ilícitas,
sus informes sobre la implementación del Programa de Acción sobre Armas Pequeñas (PoA, por sus siglas
en inglés) y del Instrumento de Rastreo Internacional (ITI, por sus siglas en inglés) —instrumentos vin-
culantes para los países miembros de la ONU— además de los informes producidos por el Buró de Alcohol,
Tabaco, Armas de Fuego y Explosivos de Estados Unidos (ATF, por sus siglas en inglés), indican inconsis-
tencias tanto a nivel nacional como en el regional en cuanto a lo que significa rastrear el origen ilícito de
las armas. Al mismo tiempo, en la región destaca la amplia gama de conocimientos y buenas prácticas
que se pueden aprovechar, tanto para medir el indicador 16.4.2 directamente como para desarrollar indi-
cadores nacionales y regionales adicionales para complementarlo. Las organizaciones regionales y, en
particular, las ONG han generado una cantidad considerable de información para cartografiar los flujos
ilícitos de armas en América Latina y el Caribe (Caparini, Bromley y Malaret, 2019: 24-25).

Cabe mencionar también el éxito del proyecto Crimjust (auspiciado por UNODC), que desde 2016 se
enfoca en el crimen organizado en general y en el narcotráfico en particular, a lo largo de las rutas de
la cocaína en América Latina, el Caribe y África occidental, en línea con los instrumentos legales in-
ternacionales y los derechos humanos. Su misión recae en “mejorar las capacidades policiales y judi-
ciales y la integridad institucional, así como fortalecer la cooperación internacional para apoyar la
implementación de estrategias (inter) regionales antinarcóticos que van más allá de las actividades de
interdicción” (UNODC, s/f ).

Respecto de la cooperación internacional en torno al ODS 16 en general y la meta sobre la paz, en par-
ticular, destaca el V Plan Director de la Cooperación Española (CE) 2018-2021, que declara:

La CE debe colaborar con nuestros socios en el reforzamiento de sus propias respuestas a las cri-
sis. El reconocimiento de la diversidad tiene un papel destacado en la prevención de conflictos y
la consolidación de la paz y la seguridad en los planos nacional, regional y global. La seguridad y
el fomento de la paz contribuyen a su vez a la seguridad global, y viceversa. Es vital dar una solu-
ción permanente a las causas que están en el origen de los grandes flujos migratorios. No podre-
mos obtener progresos tangibles en esta agenda si no se logra dar una solución política definitiva
a conflictos aún abiertos. El impulso del Estado de derecho y el respeto a los derechos humanos
fundamentales, plasmados además en la Estrategia española de Acción Exterior, son, junto con
mejores niveles de gobernanza y transparencia a todos los niveles en el marco del gobierno
abierto, objetivos esenciales de la CE (Gobierno de España, 2018).
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Sin decir más por ahora, a pesar de los obstáculos institucionales, de la inercia y de la cultura política
subyacentes, parece que existen las condiciones para articular una política exterior para el siglo XXI
con estas bases.

Justicia

Las ideas sobre la justicia se reflejan en las siguientes metas e indicadores:

Meta 16.3: Promover el Estado de derecho en los planos nacional e internacional y garantizar la igual-
dad de acceso a la justicia para todos.

16.3.1 Proporción de víctimas de violencia en los últimos 12 meses que han notificado su victimización
a las autoridades competentes u otros mecanismos de resolución de conflictos reconocidos ofi-
cialmente.

16.3.2 Proporción de detenidos que no han sido condenados en el conjunto de la población reclusa total.

Meta 16.9: Proporcionar acceso a una identidad jurídica para todos, en particular mediante el registro
de nacimientos.

16.9.1 Proporción de niños menores de 5 años cuyo nacimiento se ha registrado ante una autoridad
civil, desglosada por edad.

Lo novedoso en el ODS 16 es la concepción de la justicia como un valor intrínseco a la noción de desa-
rrollo; eso es debido al enfoque sobre factores que generan injusticias y la llamada a construir socie-
dades pacíficas, justas e incluyentes, en las que un pilar fundamental es, precisamente, la igualdad en
el acceso a la justicia. También, para reforzar esta idea, se puede recordar el lema que dice “no dejar a
nadie atrás”. Así que parece que sí hay algo más de justicia legal, y que se busca promover un entendi-
miento de la justicia social que precisamente descansa en la idea de combatir la inseguridad y la desi-
gualdad por medio del acceso universal a la justicia y el derecho de todos al desarrollo. Efectivamente,
las acciones tomadas en este sentido revelan la (in)capacidad del sistema judicial de un país determi-
nado a resolver quejas de la persona buscando justicia; es decir, sustentan un juicio con respecto a la
calidad del Estado de derecho.

¿Cómo traducen los países de la región este espíritu normativo y aspiracional en políticas concretas? Ar-
gentina se destaca por el Programa de Justicia Abierta (desde 2016), cuya ejecución favorece el desarrollo
de políticas públicas que garantizan el acceso a la justicia para poblaciones en situación de vulnerabilidad
social y económica, y alcanzan las zonas más desfavorecidas del país. Además, ese programa facilita el ac-
ceso y la comprensión de la información jurídica, también mediante Centros de Acceso a la Justicia. El Por-
tal de Datos Abiertos de la Justicia Argentina (desde 2016) promueve espacios de diálogo presenciales y en
línea, con equipos temáticos de trabajo, a fin de fomentar y garantizar la transparencia activa y la partici-
pación ciudadana e institucional en la elaboración, implementación y seguimiento de las políticas públicas
en materia de justicia (Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, s/f).

Sin embargo, es menester aclarar que en América Latina hay “una creciente judicialización de la po-
lítica y, como contrapartida, un aumento de la politización de la justicia, lo cual provoca en varios países
una fuerte pérdida de la confianza en el poder judicial” (Zovatto, 2019; Global Alliance, 2019: 41). El caso
más emblemático es, por supuesto, Brasil, pero, desde 2014, también se deben mencionar Ecuador, Bolivia
y Guatemala (ver el caso CICIG) ( Expansión, 2019). Como ya se ha constatado, en muchos países, la solidez
y la independencia de las instituciones están en peligro y estos rasgos son fundamentales para salvaguar-
dar los derechos de las poblaciones marginadas y defender el Estado de derecho. De paso hay que subrayar
otro dilema, que se refiere a que “[l]as personas recurren cada vez más a los sistemas de justicia informales,
tradicionales y consuetudinarios para buscar una solución de disputas rápida, accesible y económica. Esto
tiende a ocurrir con mayor frecuencia en áreas fuera del alcance de la autoridad del Estado” (Global
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Alliance, 2019: 41). Por ejemplo, en México se han reportado varios casos de guardias de defensa autónoma
(conocidas coloquialmente como “autodefensas”), los narcos tienen sus “propios” mecanismos de justicia,
y también existe el fenómeno del linchamiento de (presuntos) culpables de crímenes, lo que va en contra
de lo que busca el ODS 16. Sin embargo, en asuntos criminales, “el acceso a la asistencia jurídica es la base
para el disfrute del derecho a un juicio justo y una protección que evite la corrupción y garantice la justicia
y la confianza del público en el proceso de justicia penal” (Global Alliance, 2019: 41). Se puede observar
que, en la reunión de IAEG-SDG (21-24 de octubre de 2019), se propuso un nuevo indicador para responder
a la llamada de prestar más atención a situaciones de justicia civil (16.3.3): “Proporción de la población
que ha experimentado una disputa en los últimos dos años y que accedió a un mecanismo formal o infor-
mal de resolución de disputas, por tipo de mecanismo”13. 

Con respecto a la meta sobre justicia, cabe mencionar la cuestión cada vez más álgida de los ataques
contra los defensores de los derechos humanos. El caso de Marielle Franco en Brasil es emblemático
porque, precisamente como defensora de derechos humanos (sobre todo, de la comunidad LGBTI), tam-
bién era integrante de la Cámara de Concejales del municipio de Río de Janeiro. Lamentablemente, el 14
de marzo de 2018 fue asesinada (junto con su conductor) cuando se dirigía a su casa después de un evento
político, con una intencionalidad de amedrentamiento político. A un año del homicidio, un grupo de ex-
pertos de la ONU y de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos exhortó al gobierno de Brasil a
asegurar que los culpables sean presentados ante la justicia, porque “[e]l Estado tiene la obligación de ase-
gurar una investigación rigurosa, independiente e imparcial”. Si esto no ocurre, se está transmitiendo “un
mensaje alarmante a las personas defensoras de derechos humanos, especialmente a las que sufren ame-
nazas y ataques” (OEA, 2019a). Al margen de los esfuerzos del gobierno para resolver este caso, no se puede
descartar que llegue hasta la Corte Interamericana de Derechos Humanos.

La cuestión de la justicia transicional tiene mayor importancia en Colombia, en Guatemala con la CICIG,
un organismo híbrido, creado por la ONU y Guatemala) y en México. Durante la década de 2010 ha habido
varias quejas grupales que denuncian acciones abusivas de actores estatales. A partir de procesos centra-
dos en las víctimas, se busca determinar violaciones masivas de los derechos humanos, reconstituir su
participación en la sociedad, vigilar la devolución de propiedades, y fomentar la prevención del conflicto
y la participación en procesos políticos a nivel local, entre otros. En México, la desaparición de 43 estu-
diantes de magisterio en Ayotzinapa, Guerrero, el 26 de septiembre de 2014, todavía no cuenta con una
resolución jurídica satisfactoria para las víctimas, que denuncian una enorme impunidad de parte del go-
bierno del expresidente Enrique Peña Nieto. De manera oficial, la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos (por medio del Grupo Interdisciplinario de Expertos Internacionales y del Mecanismo Especial
de Seguimiento del Caso Ayotzinapa), el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Hu-
manos (por medio de su Oficina en México), la Comisión Nacional de los Derechos Humanos y el Poder
Judicial de la Federación, desde sus respectivos ámbitos de competencia, han cuestionado la investigación
inicialmente realizada por la Procuraduría General de la República. En esencia, estas organizaciones afir-
man que se usaron métodos ilícitos en las investigaciones (72 denuncias de tortura) y que hubo graves irre-
gularidades (omisión de evidencia y procesos). Como parte de un proceso en marcha, ahora con un nuevo
gobierno, el actual presidente Andrés Manuel López Obrador ha instalado una Comisión de la Verdad y
Acceso a la Justicia en este caso para “fortalecer el ejercicio del derecho que los familiares de las víctimas
del caso Ayotzinapa tienen de conocer la verdad” (Gobierno de México, Secretaría de Gobernación, 2019).
Este es uno de muchos casos emblemáticos, aún en marcha, donde no hay garantías de lograr una resolu-
ción clara apegada a Derecho, que haga justicia a quienes han sufrido la pérdida de un familiar cercano.

Finalmente, cabe mencionar la cuestión de la identidad legal de las personas. En la región de América La-
tina, el tema sigue siendo muy relevante, a pesar de su aparente simplicidad. Dicho de una manera sencilla,
sin una identidad legal establecida por el Estado, nadie puede buscar la protección de la ley eficientemente
ni reclamar sus derechos, por no mencionar la dificultad del acceso a servicios públicos –salud o educación,

13 Véase también el World Justice Project. Disponible en: https://www.together2030.org/wp-content/uploads/2019/10/WJP-
16.3.3-Indicator-Presentation.pdf.
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por ejemplo–, ejercer el derecho a participar en procesos cívicos —votar, participar en política— o presentar
una denuncia. La ola de migrantes venezolanos en la región ha desatado un debate particular sobre los
más de 20.000 niños nacidos en Colombia de migrantes venezolanos —también conocidos como “niños
apátridas”—. Ante la crítica de organizaciones de la sociedad civil por negarles derechos civiles, la res-
puesta de las autoridades ha sido proporcionarles un certificado de nacido vivo y un registro civil de naci-
miento que no les da la nacionalidad, pero sí garantía de acceso al derecho a la salud. De esa forma,
Colombia sí está cumpliendo con la meta 16.9. Sin embargo, se está buscando desarrollar un mecanismo
que permita que estos niños se consideren colombianos (Hernández Cárcamo, 2019). 

A grandes rasgos, puede decirse que, en la cuestión de la justicia en América Latina, hay algunos avan-
ces muy notorios, pero evidentemente insuficientes dado el atraso histórico. El “no dejar a nadie atrás”
no se verá realizado en el plazo fijado, dadas las tendencias actuales. Sin embargo, con modestia puede
decirse que la radiografía que se está construyendo será de mucha utilidad para apuntalar este factor
como pilar de una paz positiva en un futuro.

Instituciones

Las ideas sobre las instituciones se reflejan en las siguientes metas e indicadores:

Meta: 16.5: Reducir considerablemente la corrupción y el soborno en todas sus formas.

16.5.1 Proporción de personas que han tenido al menos un contacto con un funcionario público y que
han pagado un soborno a un funcionario público, o a las que un funcionario público les ha pedido
un soborno, durante los últimos 12 meses. 

16.5.2 Proporción de negocios que han tenido al menos un contacto con un funcionario público y que
han pagado un soborno a un funcionario público, o a los que un funcionario público les ha pedido
un soborno, durante los últimos 12 meses.

Meta 16.6: Crear a todos los niveles instituciones eficaces y transparentes que rindan cuentas.

16.6.1 Gastos primarios del gobierno en proporción al presupuesto aprobado originalmente, desglosa-
dos por sector (o por códigos presupuestarios o elementos similares).

16.6.2 Proporción de la población que se siente satisfecha con su última experiencia de los servicios
públicos.

Meta 16.7: Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas y repre-
sentativas que respondan a las necesidades.

16.7.2 Proporción de la población que considera que la adopción de decisiones es inclusiva y responde a
sus necesidades, desglosada por sexo, edad, discapacidad y grupo de población.

Meta 16.10: Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades fundamentales, de
conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales.

16.10.1 Número de casos verificados de asesinato, secuestro, desaparición forzada, detención arbitraria
y tortura de periodistas, miembros asociados de los medios de comunicación, sindicalistas y
defensores de los derechos humanos, en los últimos 12 meses.

16.10.2 Número de países que adoptan y aplican garantías constitucionales, legales o normativas para
el acceso público a la información.
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Meta 16.a: Fortalecer las instituciones nacionales pertinentes, incluso mediante la cooperación inter-
nacional, para crear a todos los niveles, particularmente en los países en desarrollo, la capacidad de
prevenir la violencia y combatir el terrorismo y la delincuencia.

16.a.1 Existencia de instituciones nacionales independientes de derechos humanos, en cumplimiento
de los Principios de París.

Meta 16.b: Promover y aplicar leyes y políticas no discriminatorias en favor del desarrollo sostenible.

16.b.1 Proporción de la población que declara haberse sentido personalmente discriminada o acosada en
los últimos 12 meses por motivos prohibidos por el derecho internacional de los derechos humanos.

La confianza en las instituciones ha sido objeto de una discusión sistemática desde cuando menos la
década de los años noventa en todo el mundo. Según el Latinobarómetro 2018, en la región: “En pro-
medio, los partidos solo generan confianza al 13% de la población encuestada, mientras que el Con-
greso solo es visto con confianza por un 21%” (Zovatto, 2019). Efectivamente, la crisis de la democracia
en la región se refleja en estas cifras, que también explican el ascenso de líderes políticos antisistema
y populistas tanto de derecha como de izquierda14. Los gobernantes no solo tienen que ser elegidos
democráticamente, sino que también deben gobernar de manera democrática. Sin embargo, como
apunta Zovatto, el dilema es que, en varios países, “los presidentes tienen un enorme poder (constitu-
cional y metaconstitucional) que llega incluso a veces a comprometer la independencia de los otros
poderes del Estado” (Zovatto, 2019). Mientras que la reelección está totalmente prohibida en México,
Guatemala, Paraguay y Colombia, ha habido manipulaciones en Ecuador, Bolivia, Nicaragua y Vene-
zuela, que hablan de fuentes de conflicto social muy significativos. Otros desafíos son la “falta de in-
dependencia de ciertos organismos electorales, excesivos niveles de judicialización del proceso
electoral […] y, […] el financiamiento político irregular, incluida la penetración del narco-dinero y del
crimen organizado en las elecciones y en la política” (Zovatto, 2019).

Si bien América Latina presenta avances en la representación de mujeres en los congresos, a pesar de
leyes e iniciativas en pro de los derechos de las mujeres, el cambio hacia una igualdad real avanza muy
lentamente. Es destacable el caso de México y el casi logro de la paridad de género en la representación
política federal, así como la Reforma Constitucional de Paridad de Género en los órganos del Estado,
aprobada por el Congreso mexicano en la primavera de 2019, aunque vaya a contracorriente de las
agresiones contra mujeres ya expuestas.

Es importante subrayar que las instituciones nacionales de derechos humanos (INDH) desempeñan un
papel fundamental para el seguimiento del ODS 16. Vigilan para que la planificación, implementación y
presentación de informes de los ODS esté alineada con los estándares de derechos humanos y centrada
en “no dejar a nadie atrás”. Los Principios de París (1993) establecieron seis puntos de referencia con los
cuales las INDH pueden acreditarse ante la Alianza Global de Instituciones Nacionales de Derechos Hu-
manos (Global Alliance, 2019: 34). Actualmente, únicamente 14 instituciones nacionales de derechos
humanos de América Latina y el Caribe tienen estatus “A” con respecto al cumplimiento de sus obliga-
ciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (CEPAL, 2019a). 

A continuación, se plantean tres grandes temas relacionados con la meta sobre instituciones: i) “Arreglos
institucionales: enfoque gobernanza multinivel y multiactor”; ii) “Las ideas de gobierno abierto”, que incluye
tres discusiones sobre “lucha contra la corrupción”, “producción de datos confiables” y “acceso a la infor-
mación”, y iii), “Inclusión, participación, representación y coordinación de múltiples partes interesadas”.

14 Por ejemplo, Bolsonaro se presentó como candidato para la Presidencia desde el Partido Social Liberal, que hasta las elec-
ciones de 2018 prácticamente no había dejado huella en la política de Brasil.
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Arreglos institucionales: enfoque gobernanza multinivel y multiactor

El ODS 16, por su carácter “transformador” y “catalizador”, requiere romper con la mentalidad de “com-
partimentos estancos” y buscar una coordinación horizontal reforzada entre sectores políticos, ministerios
y agencias gubernamentales. Además, exige una gobernanza multinivel más profunda, con mayor y mejor
comunicación entre los diferentes niveles de gobierno. Costa Rica destaca como el primer país del mundo
en reafirmar un compromiso colectivo de alto nivel para alcanzar los ODS en el tiempo fijado. El 9 de sep-
tiembre de 2016, se firmó un Pacto Nacional, en el cual los tres poderes de la República (Ejecutivo, Legis-
lativo y Judicial), las Organizaciones de la Sociedad Civil (OSC), las instituciones autónomas, las
universidades públicas, el sector privado nacional y el Sistema de las Naciones Unidas (SNU), se compro-
metieron a trabajar por los cambios estructurales necesarios para alcanzar el desarrollo incluyente y sos-
tenible, respondiendo a “no dejar a nadie atrás” (Gobierno de la República. Costa Rica, 2017: 1).

En el ámbito regional, cabe mencionar el Foro de los Países de América Latina y el Caribe sobre el De-
sarrollo Sostenible (auspiciado por la CEPAL). Efectivamente, 29 de los 33 países tienen mecanismos
de coordinación institucional que se sustentan en instrumentos legales (decretos o resoluciones) que
definen su alcance y objetivos, con el fin de implementar los ODS (CEPAL, 2019b). Los mecanismos
de coordinación interinstitucional están colocados en los niveles más altos de la estructura organizativa
del Estado: dentro de las oficinas del presidente o del primer ministro. En 16 de los 29 mecanismos de
coordinación, los ministerios o departamentos de planificación sirven como secretarías técnicas para
la implementación de la Agenda 2030 que, a su vez, involucra diferentes ministerios/secretarías, de-
partamentos, agencias/institutos de gobierno y diferentes actores interesados (académicos, sociedad
civil, sector privado, organizaciones internacionales/regionales). Varios países cuentan con un Consejo
o una Comisión Nacional para vigilar el proceso de implementación15.

Respecto de los arreglos institucionales en el ámbito subnacional, el término localización alude a la
participación ciudadana, la descentralización y la asignación de presupuesto para la implementación
de los ODS. En Argentina, el Consejo Nacional de Coordinación de Políticas Sociales brinda asistencia
técnica y capacitación (elaboración de presupuestos, metodología de implementación y evaluación) a
los gobiernos provinciales y municipales que adopten los ODS como marco para la planificación y la
gestión. En Colombia, el Departamento Nacional de Planificación ha apoyado la adaptación local de
la Agenda 2030, promoviendo la integración de los ODS en los planes de desarrollo departamentales
y municipales (por ejemplo, el Plan Nariño: Corazón del Mundo 2016-2019 y en el plan de Manizales,
Más Oportunidades). En México, con el apoyo de INEGI, se elaboró la guía para incorporar el enfoque
de la Agenda 2030 en la elaboración de los planes de desarrollo estatales y municipales, que propor-
ciona información georreferenciada sobre el progreso realizado en el seguimiento de la Agenda 2030.
En el plano estatal, la Conferencia Nacional de Gobernadores también atiende la implementación de
la Agenda 2030. En Perú, el Instituto Nacional de Estadística e Informática (INEI) provee un sistema
de monitoreo y seguimiento de los indicadores de los ODS. Brasil cuenta con la herramienta de moni-
toreo Mandala ODS que desarrolló la Confederación Nacional de Municipios. En su Informe Nacional
Voluntario de 2018, el Departamento Nacional de Planificación de Colombia presentó una nueva he-
rramienta que busca facilitar la asignación de recursos para cumplir con la Agenda 2030. Bogotá tiene
un Ombudsman local (Veeduría Distrital) enfocado en la lucha contra la corrupción a partir de activi-
dades que buscan promover el gobierno abierto y transparente, apegado a principios de rendición de
cuentas en las interacciones de las autoridades locales con los ciudadanos (Global Alliance, 2019: 65).

15 En Colombia, la Comisión Interinstitucional de Alto Nivel para el Alistamiento y Efectiva Implementación de la Agenda de
Desarrollo Post-2015 y sus Objetivos de Desarrollo Sostenible (2015), hoy Comisión Interinstitucional de Alto Nivel para el Alis-
tamiento y Efectiva Implementación de la Agenda 2030; en Chile, el Consejo Nacional para la Implementación de la Agenda
2030 para el Desarrollo Sostenible (2016); en Brasil, la Comisión Nacional para los Objetivos de Desarrollo Sostenible, y en Mé-
xico, el Consejo Nacional de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible (2017), entre otros.
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Las ideas de gobierno abierto

En 2011, se lanzó la Alianza para el Gobierno Abierto (Open Government Partnership), que actual-
mente involucra a 79 países, entre ellos 17 de América Latina y el Caribe. Es una plataforma para com-
partir buenas prácticas e iniciativas para promover mayor transparencia, rendición de cuentas y
receptividad por parte de los gobiernos. Se sustenta en valores de transparencia, responsabilidad, ac-
ceso público a la información, y prácticas de evaluación comparativa que introducen la eficiencia en
las políticas públicas. Así, la Alianza asiste en la revelación de los excesos y la inercia de las burocracias
nacionales. Al aplicar los principios de gobierno abierto, América Latina también ha avanzado en el
desarrollo de procesos de presupuesto abierto que fomentan la planificación de políticas públicas y la
participación de varios actores interesados. México (79/100), Brasil (77/100) y Perú (73/100) son los
países mejor clasificados de la región en el Índice de Presupuesto Abierto 201716. En el año fiscal 2018,
el 80,7% de los programas presupuestarios de México cubrieron asuntos relacionados con el logro de
los ODS. Además, 156 de las 169 metas de los ODS se vincularon con al menos un programa presu-
puestario (Gobierno de México, 2018).

Uno de los desafíos que enfrentan varios países para implementar los ODS tiene que ver con la cuestión
del financiamiento para el desarrollo y la movilización de recursos en los ámbitos nacional y subna-
cional. Por ejemplo, los Planes Nacionales de Desarrollo se centran en objetivos a medio y largo plazo,
mientras que los presupuestos públicos se diseñan desde una perspectiva a corto plazo, excepto en el
caso de los presupuestos plurianuales. En este escenario, surge la pregunta de cómo armonizar la pla-
nificación sobre la implementación de los ODS con el proceso presupuestario. Este desafío actualiza
preguntas sobre liderazgo, profesionalización de funcionarios públicos y, por supuesto, provisión de
recursos humanos y económicos para alinear la implementación con los planes y presupuestos. Tam-
bién es necesario crear condiciones para un diálogo estrecho entre el ámbito local y el nacional, con-
siderando el espacio fiscal limitado, y las brechas de tiempo entre los planes y los presupuestos de estos
niveles de gobierno. Es ahí precisamente donde los planes y proyectos pueden triunfar o fenecer, con
consecuencias para el avance de la agenda del ODS 16. 

a. Lucha contra la corrupción

Como bien señala el informe de la OCDE Integridad para el Buen Gobierno en América Latina y el Caribe
(2019a: 11), la región fue pionera en reconocer, en 1996, la importancia del combate contra la corrup-
ción para el desarrollo económico y social, y adoptó la primera convención internacional sobre esta
materia: la Convención Interamericana contra la Corrupción. Además, todos los países de América
Latina han ratificado la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (UNCAC) (2005), y
Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, México y Perú son parte de la Convención de la OCDE
(1999) para combatir el cohecho de servidores públicos extranjeros en transacciones comerciales in-
ternacionales. El informe destaca que ha habido “numerosas innovaciones, en particular las relativas
al gobierno abierto y el gobierno digital y, más recientemente, en los marcos de responsabilidad cor-
porativa” y “mejora de la calidad regulatoria” en varios países (OCDE, 2019a: 17). Sin embargo, la ola
de escándalos que ha tenido como denominador común transacciones con la empresa brasileña Ode-
brecht —para financiar campañas electorales, entre otros fines ilícitos17— reveló que “algunas entida-
des de investigación y fiscalía en jurisdicciones fuera de Brasil no eran conscientes de hasta qué punto
estaban involucrados con las operaciones comerciales de Odebrecht sus propios funcionarios públicos
y sectores privados” (OCDE, 2019a: 73). El informe señala que hay varios factores detrás de todo esto,
como “la falta de una cooperación internacional regular y eficaz —por ejemplo, coordinación de in-
vestigaciones complejas en tiempo real, intercambio constante de pruebas y canales de comunicación

16 International Budget Partnership. Disponible en: https://www.internationalbudget.org/open-budget-survey/open-budget-
index-rankings/.
17 Véase Ramos Rollón y Álvarez García (2019) para una excelente discusión sobre los desafíos de la corrupción política en Amé-
rica Latina.
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regular— que permita a las autoridades superar los obstáculos sustantivos y procedimentales que les
impiden actuar eficazmente sobre los corruptos” (OCDE, 2019a: 73). 

Con el telón de fondo de los escándalos político-económicos ligados a la empresa Odebrecht, se impulsó
una mayor “cooperación informal y formal” para profesionalizar la lucha contra la corrupción y priorizar
este tema en la agenda para el gobierno abierto18. Culminó en la VIII Cumbre de las Américas (13-14 de abril
de 2018), que tuvo como tema principal “gobernabilidad democrática frente a la corrupción” (OEA, 2019b).
En la cumbre se adoptó el Compromiso de Lima, que busca atender los siguientes puntos19:

– Fortalecimiento de la gobernabilidad democrática;
– Transparencia, acceso a la información, protección de denunciantes y derechos humanos, in-

cluyendo la libertad de expresión;
– Financiación de organizaciones políticas y campañas electorales;
– Prevención de la corrupción en obras públicas, contrataciones y compras públicas;
– Cooperación jurídica internacional;
– Combate al cohecho, al soborno internacional, al crimen organizado y al lavado de activos;
– Fortalecimiento de los mecanismos interamericanos anticorrupción.

Ahora bien, el Compromiso de Lima no cubre explícitamente el ámbito subnacional, aunque es un
hecho conocido que ciertos tipos de corrupción pueden ser más comunes en ese nivel. Sin embargo, hay
un desafío, ya que los mecanismos de coordinación entre el nivel nacional y el subnacional suelen perma-
necer centralizados y no ser eficaces. No obstante, fomentar la descentralización de responsabilidades
puede suscitar un mayor compromiso con los ciudadanos en temas como transparencia y rendición de
cuentas. De esta manera: “En México, los estados están obligados a duplicar el Sistema Nacional Antico-
rrupción a través de sistemas locales anticorrupción para lograr una mejor coordinación entre las autori-
dades locales responsables de la prevención, detección y sanción de las responsabilidades administrativas
y de la corrupción” (OCDE, 2018: 94-95). Paralelamente, Chile ha lanzado esfuerzos contra la corrupción
e iniciativas en pro de la transparencia y la rendición de cuentas en el marco de la implementación de la
Agenda 2030 como una “política de Estado” basada en “la convergencia de voluntades de la sociedad civil,
el sector privado, la academia y las instituciones estatales” para lograr la implementación de los ODS (Go-
bierno de Chile, 2019: 13). También destaca el programa “Compromiso País” que fomenta la sinergia pú-
blico-privada para enfrentar problemas sociales complejos, y, asimismo, la herramienta “Mapa de la
Vulnerabilidad” (coordinada por el Ministerio de Desarrollo Social). Ambos han permitido identificar, prio-
rizar y proponer respuestas a las necesidades de 16 grupos vulnerables detectados (Gobierno de Chile, 2019:
14). Además, la Contraloría General de la República cuenta con un portal de transparencia proactiva como
parte del compromiso de Chile con el gobierno abierto.

b. Producción de datos confiables

En América Latina, la brecha en las innovaciones, la infraestructura y el acceso a las nuevas tecnologías
entre las ciudades y las áreas rurales sigue siendo grande. La capacidad de producir la información esta-
dística básica requerida para calcular los indicadores varía mucho entre países. Los sistemas estadísticos
nacionales enfrentan muchos desafíos con respecto a su capacidad para responder de manera adecuada y
oportuna a las solicitudes de datos para el monitoreo de los ODS. El reto es aún más grande: llevar los ODS
a los niveles subnacionales de gobierno en términos de su implementación y producir datos para su poste-
rior evaluación. En muchos países, los mecanismos institucionales a nivel local son débiles, sobre todo para
recopilar datos y monitorear los esfuerzos y el impacto de las políticas. Además, hay un problema genera-
lizado con respecto a los marcos institucionales que son insuficientes para los procesos, la alta rotación del
personal experto en las oficinas de estadísticas y los presupuestos públicos limitados, que conjuntamente
dificultan la consolidación de procesos sostenibles y estadísticas e indicadores sólidos.

18 [L]a Declaración de Lima (abril de 2016), seguida de la Declaración de Brasilia (febrero de 2017), la Declaración de Puebla
(agosto de 2017) y el Compromiso de Lima (abril de 2018) (OCDE, 2019: 73). 
19 Resumen tomado de OCDE, 2019: 19.
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Para enfrentar este problema, las comisiones regionales, junto con otras organizaciones del sistema de
las Naciones Unidas, han fortalecido la creación de capacidades. Esto incluye la creación de plataformas
de conocimiento digital, así como el apoyo a la recopilación de datos y los esfuerzos de análisis y produc-
ción estadística de observatorios regionales y centros de investigación. Cabe mencionar la Conferencia
Estadística de las Américas de la CEPAL, un marco dentro del cual se estableció el Grupo de Coordina-
ción Estadística para la Agenda 2030 en América Latina y el Caribe, para vigilar, entre otros, el Código
regional de buenas prácticas en estadística. Ahora bien, para asegurar la integración de los ODS en las
políticas públicas y los procesos de desarrollo nacionales, se recurre a la estrategia de transversalización,
aceleración y apoyo a las políticas (TAAP) (MAPS, por sus siglas en inglés: Mainstreaming, Acceleration
and Policy Support). Esta dinámica se refleja, por ejemplo, en el proyecto InfoSegura (2014-2020), que
involucra a Belice, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y República Dominicana. El proyecto
busca “fortalecer capacidades para la formulación de políticas públicas en seguridad ciudadana, sensi-
bles al género, basadas en evidencia”. Además, moviliza a organizaciones de la sociedad civil y el sector
privado para identificar la combinación de encuestas y registros administrativos institucionales que pue-
den usarse para monitorear los indicadores de los ODS. InfoSegura se ejecuta por medio del Buró Re-
gional para América Latina y el Caribe del PNUD, y el financiamiento proviene de la Agencia para el
Desarrollo Internacional de Estados Unidos (USAID, por sus siglas en inglés) (InfoSegura, s/f ).

Sin embargo, no se puede perder de vista que el ODS 16 es de un “alto voltaje político” ni descartar
que se presenten desafíos en materia de medición y producción de datos confiables. Incluso, puede
haber lagunas importantes o datos sesgados, creados de forma intencional. Entre algunas fallas de-
tectadas hay, por ejemplo, ausencias en cuanto a la violencia que ejercen los mismos Estados hacia
sus ciudadanos, el gasto militar o la proliferación armamentística. Así que es necesario acudir a índices
independientes de ONG o centros especializados de investigación (por ejemplo, Uppsala Conflict Data
Program, https://ucdp.uu.se/) como complemento a las mediciones “hechas en el nombre de la
Agenda 2030”. La revolución de metodologías para data gathering y data mining brinda oportunidades
prometedoras al tiempo que aumenta la necesidad de asegurar una inversión significativa en datos
desglosados   confiables para garantizar que las políticas y los programas lleguen a los grupos margi-
nados y vulnerables y a otros que “quedaron atrás”. Como bien señala el informe de la Global Alliance,
muchas metodologías y prácticas nacionales en torno al ODS 16 son estatales y están centradas en los
ciudadanos y, por lo tanto, excluyen a las personas sin estatus de ciudadano, entre otros, solicitantes
de asilo, refugiados y apátridas (Global Alliance, 2019: 35).

Finalmente, hay un problema de concreción en algunos indicadores: ¿cómo medir instituciones eficaces y
transparentes? Ciertamente, se puede clasificar como un avance el hecho de adoptar nuevas leyes y políticas
no discriminatorias. Eso sí se puede medir. Sin embargo, resulta cuando menos ambiguo medir la eficacia
en iniciativas para fomentar la transparencia o la rendición de cuentas, que se basa en experiencias subje-
tivas en muchos casos. Por ejemplo, el indicador 16.5.1 —“Proporción de personas que han tenido al menos
un contacto con un funcionario público y que han pagado un soborno a un funcionario público, o a las que
un funcionario público les ha pedido un soborno, durante los últimos 12 meses”— presenta un gran desafío
en México. El dicho popular “el que no transa, no avanza” es, de hecho, una autorización no oficial y sim-
bólica para el ejercicio de la corrupción. Para registrar estos aspectos, el INEGI conduce una encuesta bienal
sobre las experiencias de los mexicanos con la corrupción del sector público (a los niveles federal y estatal),
de la que se ha derivado un descubrimiento importante: mucha de la corrupción se presenta fuera del ám-
bito público, en los ámbitos social y privado.

En conclusión, cabe decir que para lograr las ideas sobre buen gobierno, es esencial contar con aso-
ciaciones entre los sistemas estadísticos nacionales y los gobiernos regionales y locales, enlazados con
las organizaciones de la sociedad civil, las organizaciones juveniles y la academia, así como con el sec-
tor privado y a las organizaciones internacionales. Esto facilita hacer más confiables las encuestas o
mediciones, por un lado, y fomentar un mayor nivel en la “capacidad país” para recopilar, analizar y
utilizar datos sobre los objetivos e indicadores del ODS, por otro. 

LA IMPLEMENTACIÓN DEL ODS 16 Y LOS COMPROMISOS DE LA COOPERACIÓN INTERNACIONAL... [ 18 ] REBECKA VILLANUEVA ULFGARD



c. Acceso a la información

En 2006, la Corte Interamericana de Derechos Humanos proclamó que el derecho de acceso a la in-
formación es un derecho humano fundamental protegido por los tratados de derechos humanos y que
deben respetar los Estados20. En la mayoría de los países de la región, el derecho al acceso a la infor-
mación pública tiene rango constitucional, ya sea a partir de un reconocimiento explícito o de la acción
de habeas data. Como señala CEPAL, “23 países de la región cuentan con una ley de acceso a la infor-
mación pública” (CEPAL, 2019a).

En el ámbito regional, el 4 de marzo de 2018 se adoptó el Acuerdo Regional sobre el Acceso a la In-
formación, la Participación Pública y el Acceso a la Justicia en Asuntos Ambientales en América La-
tina y el Caribe, también conocido como el Acuerdo de Escazú (Costa Rica)21. Este tiene un vínculo
obvio con la meta 16.10: “Garantizar el acceso público a la información y proteger las libertades fun-
damentales, de conformidad con las leyes nacionales y los acuerdos internacionales”. El acuerdo es
fruto de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y Desarrollo (Río+20) (2012) y el principio #10,
que justamente versa sobre la garantía del acceso a la información, la participación en las decisiones
sobre temas ambientales y la justicia ambiental. El Prólogo del Acuerdo (del secretario general de la
ONU) establece que se trata de una iniciativa única, debido a que es “el primer tratado sobre asuntos
ambientales de la región y el primero en el mundo que incluye disposiciones sobre los defensores de
los derechos humanos en asuntos ambientales” (CEPAL, 2018a). Si bien sus promotores lo han pre-
sentado como un hito para la región y el mundo, las ONG internacionales que contribuyeron al
acuerdo y participaron en la ceremonia de firma advirtieron que los países signatarios no solo tenían
que ratificar el acuerdo en sus propias legislaturas, sino que el valor también estaría en su implemen-
tación. Un factor de riesgo es la discrepancia significativa entre las cifras que publican gobiernos/au-
toridades, por un lado, y ONG, por el otro, respecto a las violaciones de derechos humanos de los
defensores del medio ambiente y de los derechos humanos22. Finalmente, es importante señalar que
parece una paradoja que las negociaciones y la firma del acuerdo tuvieran lugar en un momento en
el que los gobiernos de la región amazónica estaban retirando la legislación para proteger a los pueblos
indígenas y el medio ambiente. Como se ve, pareciera que se da un paso adelante y, súbitamente, dos
para atrás.

Inclusión, participación, representación y coordinación de múltiples partes interesadas

Desde 1990, ha habido una tendencia de pasar de un enfoque exclusivamente centrado en el gobierno
a la inclusión de partes interesadas de la sociedad civil, la academia y el sector privado, así como sin-
dicatos, partidos políticos y organizaciones internacionales/regionales en el diseño de políticas públi-
cas. Dicha tendencia, también conocida como enfoque multistakeholder, en el contexto de la Agenda
2030 se reflejó en el Grupo Abierto de Trabajo sobre los ODS. En ese mismo marco se llevaron a cabo
consultas a escala nacional y regional, por ejemplo, la llamada “Realizando el futuro que queremos
en América Latina y el Caribe: Hacia una Agenda de Desarrollo Post-2015”, que se llevó a cabo del 17
al 19 de abril de 2013 en Guadalajara, México. También destaca la difusión de las actividades de la Di-
rección General de Vinculación con las Organizaciones de la Sociedad Civil de la Secretaría de Rela-
ciones Exteriores (DGVOSC-SRE) en torno a la participación de la sociedad civil mexicana en la

20 En 2015, en tanto, México y Paraguay reconocieron explícitamente en sus respectivas legislaciones el derecho de acceso a la
información que obra en poder del Estado como un derecho humano.
21 El acuerdo lo han firmado 21 países, entre otros, Argentina, Brasil, Costa Rica, Ecuador, Guatemala, México, Perú, Uruguay
y Paraguay (Chile y Colombia se abstuvieron). Se necesita la ratificación de 11 países para que el acuerdo entre en vigor. Hasta
el 1 de noviembre de 2019, son cinco, incluidos, Bolivia Guyana y Uruguay.
22 Colombia es el segundo país más peligroso del mundo para quienes se dedican a proteger el territorio y a luchar por los inte-
reses medioambientales. Solo en 2018 fueron asesinados 24 líderes ambientales en el país, de acuerdo con el informe de Global
Witness. Disponible en: https://www.elespectador.com/noticias/medio-ambiente/que-es-el-acuerdo-de-escazu-y-por-que-
varias-organizaciones-exigen-que-colombia-haga-parte-articulo-882977).
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política exterior de su país, por ejemplo, en torno al diseño de la Agenda 2030 (Baños Rivas, 2017; Alejo
y Villanueva Ulfgard, 2019).

La meta 16.7 dice: “Garantizar la adopción en todos los niveles de decisiones inclusivas, participativas
y representativas que respondan a las necesidades”. En 2015, Paraguay lanzó el Sistema de Monitoreo
de Recomendaciones (Simore), que desarrollaron el gobierno y la Oficina del Alto Comisionado de las
Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Actualmente, el Simore Plus es la versión ampliada del
Simore. Como plataforma pública en línea de participación ciudadana ha gozado de un amplio reco-
nocimiento internacional23. Ahora bien, a la luz del ODS 16, el Simore Plus busca fortalecer la siste-
matización de “las recomendaciones internacionales de derechos humanos realizadas al Paraguay por
los diferentes órganos y procedimientos especiales de derechos humanos” de la ONU y la OEA y, ade-
más “permite el acceso a información actualizada sobre las acciones desplegadas por las instituciones
del Estado, vinculadas al seguimiento e implementación de las mismas” (Gobierno de Paraguay, 2018:
43). En Uruguay, la Agencia de Gobierno Electrónico y Sociedad de la Información y del Conocimiento
auspicia desde 2015 el Laboratorio de Innovación Social, cuyo objetivo es simplificar los trámites y ser-
vicios complejos por medio de la digitalización para brindar una mayor disponibilidad de trámites y
servicios públicos en línea. Como parte de sus compromisos con la Alianza para el Gobierno Abierto,
“el Departamento Nacional de Planeación de Colombia, a través de su Programa Nacional de Servicio
al Ciudadano, puso en marcha la Estrategia de Lenguaje Claro en 2014” para “mejorar la relación y la
confianza entre los ciudadanos y el gobierno simplificando y aclarando el lenguaje que se emplea en los
documentos, formularios y cartas públicas” (OCDE, 2018: 182). En el ámbito local, existen laboratorios
de “innovación ciudadana” como Mi Quito, Mi Medellín, Bogotá Abierta y Agora Rio (CEPAL, 2018b: 24).
Además, varios países (por ejemplo, Brasil, Colombia, Guatemala, México, Paraguay y Perú) cuentan con
consejos ciudadanos locales multiactor en pro de la gobernanza incluyente y participativa. Una vez ate-
rrizados en el contexto local, facilitan que los grupos marginados y vulnerables se involucren en la toma
de decisiones públicas que les conciernen directamente, por medio de una convocatoria abierta e inclu-
yente. Sin embargo, podemos ver que los consejos locales siguen laborando en un entorno de “cuesta
arriba” y mucho tiene que ver con “la falta de voluntad política de los gobiernos provinciales y la falta de
legislación nacional, que crea desequilibrios entre las regiones” (OCDE, 2018: 194).

No obstante, como se indicó de pasada, a pesar de los diversos mecanismos de participación e inclu-
sión, en América Latina hay altos índices de violencia y hostigamiento hacia activistas y defensores
de los derechos humanos. Es la región más desigual del mundo, donde la discriminación generalizada,
el racismo y una cultura de privilegios y derechos chocan con la idea de “no dejar a nadie atrás”. Cabe
destacar el hecho de que América Latina sigue siendo el continente más peligroso para los defensores
de los derechos humanos. En el informe At What Cost? Irresponsible Business and the Murder of Land
and Environment Defenders 2017, publicado en julio de 2018, Global Witness declaró que, del total de
201 asesinatos de defensores de derechos humanos en el mundo en 2017, el 60% ocurrió en América
Latina. Brasil registró el mayor número de homicidios de activistas de cualquier país, con 57. En Mé-
xico, fueron 15, todos ellos con un toque de violencia simbólica de intimidación muy claro (Global Wit-
ness, 2018). Asimismo, el “Global Analysis 2018”, de la organización internacional Front Line
Defenders, muestra una perspectiva sombría, pues contabiliza 321 defensores de los derechos huma-
nos asesinados en 27 países. De ese total, el 77% incluía defensores del territorio, el medio ambiente
y los pueblos indígenas. En América Latina, las violaciones más comunes consistieron en amenazas y
campañas de desprestigio. En Colombia, 126 activistas fueron asesinados; en México, 48; en Guate-
mala, 26; en Brasil, 23, y en Honduras, 8. Un número significativo de ellos estaba afiliado a la oposición
de los llamados megaproyectos, especialmente los de empresas mineras. Otros tantos estaban vincu-
lados con temas de los derechos de la comunidad LBGTI o de combate a la corrupción, y otros más

23 “En el año 2015, el Simore fue galardonado con el Word Summit Award (WSA*) […] en la categoría e-Inclusion & Empower-
ment, luego de haber sido evaluado conforme a los más altos criterios de contenido, interfaz, interactividad, diseño, realización
técnica, estratégica, accesibilidad, originalidad y utilidad social” (Gobierno de Paraguay, 2018: 43). *WSA es un evento mundial
que promueve y selecciona los mejores contenidos electrónicos y aplicaciones tecnológicas.
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eran periodistas y activistas que utilizaron los medios de comunicación para denunciar abusos (Front
Line Defenders, 2019).

Efectivamente, en todo el mundo hay una tendencia hacia una reducción del espacio para que la sociedad
civil organizada pueda operar y participar en procesos políticos, como demuestra el estudio de Anheier,
Lang y Koyro (2018) sobre los países del G20. Esto se debe a varios factores, como el fenómeno de “cap-
tura” (cooptación) por parte de intereses particulares, aumento de regulaciones, mayores requisitos de
presentación de informes y de profesionalización, reducción de las actividades de las organizaciones de
la sociedad civil (OSC), hostigamiento del personal y amenazas de violencia, campañas de desprestigio,
o simplemente apatía de involucrarse en la gobernanza de la sociedad. Así, el espacio cívico se está re-
duciendo en muchos países del mundo tanto on line como off line porque se imponen restricciones al
“ciclo de vida” de las OSC —formación, registro u operación, conformación de una asamblea pacífica,
acceso a fondos internacionales y mejora de la sostenibilidad, tema siempre en discusión—. Se ponen
trabas para la participación de la sociedad civil en procesos de planeación de políticas públicas. Esta ten-
dencia corre el riesgo de excluir de la formulación de políticas las necesidades y las voces de los más vul-
nerables de la sociedad, incluidas las mujeres, los menores, los jóvenes, los refugiados, los solicitantes
de asilo, los desplazados internos y las personas apátridas: “De hecho, a menudo son precisamente aque-
llos en mayor riesgo quienes la sociedad civil busca empoderar y proteger, incluidas las mujeres, los jó-
venes, la comunidad lesbiana, gay, bisexual, transgénero e intersexual, y otros grupos marginados. Desde
una perspectiva de derechos humanos, esta tendencia también afecta a las libertades fundamentales del
derecho de reunión pacífica y la libertad de asociación” (Global Alliance, 2019: 43).

Para concluir, la expansión de la clase media ha sido una de las principales transformaciones socioeconó-
micas, acompañada de una mayor demanda de bienes y servicios públicos de calidad que no se ha sa-
tisfecho (CEPAL, 2018b: 24). Ahora bien, las percepciones negativas de los ciudadanos en cuanto a la
capacidad de las instituciones públicas para satisfacer sus demandas se confirman en los resultados
del Latinobarómetro 2018 con respecto a la poca confianza en las élites políticas y económicas para
dirigir el país por el buen camino y, además, con la atención debida a la implementación de los ODS.

Conclusiones

Es claro que América Latina tiene un desafío considerable en cuanto a la construcción de instituciones
habilitadoras para el cumplimiento de la Agenda 2030, el fortalecimiento del Estado de derecho y el
combate a la inseguridad y la violencia. Hay un dilema que marca una tendencia no muy favorable
para la consecución de las visiones englobadas en el ODS 16. ¿Cómo pueden los países crear un entorno
propicio para que la sociedad civil contribuya a la cohesión social, la participación política y los proce-
sos de toma de decisiones inclusivos, así como fomentar las innovaciones sociales, cuando los niveles
de desigualdad, violencia e inseguridad son persistentemente altos? 

Efectivamente, es necesario aceptar que el ODS 16 es el objetivo más aspiracional y difícil de aterrizar
de todos los incluidos en ese magno plan de las Naciones Unidas. Sin embargo, cuenta con una cohe-
rencia inherente al tener un apego obvio a la Declaración Universal de los Derechos Humanos, en la
que los Estados se comprometen a proteger y promover los derechos humanos y las libertades funda-
mentales de todas las personas. Así que la realización de la Agenda 2030, con aspiración universal,
pasa por el ODS 16, que ciertamente descansa sobre tradiciones judeo-cristianas y su entendimiento
sobre paz y justicia, junto con la concepción weberiana de la (buena) administración y la burocracia
del Estado. Sin embargo, se puede constatar que, en el mundo, hay otros sistemas de creencias reli-
giosas y de administración pública que se mezclan con el compromiso de implementación de la Agenda
2030, cuyos resultados todavía no se vislumbran con claridad.

También es necesario señalar la creciente polarización entre los grupos que abogan por derechos ci-
viles, políticas progresistas, acciones para combatir el cambio climático, respeto de los derechos hu-
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manos de los migrantes indocumentados, la comunidad LBGTI, las mujeres, las personas discapaci-
tadas, los pueblos indígenas u originarios, por un lado, y los grupos que reclaman orden, seguridad na-
cional, nacionalismo, proteccionismo y supremacía, por el otro. ¿Cómo contrarrestar el hecho de que
un gran número de personas en América Latina no crean firmemente en la democracia liberal, que,
en el mejor de los mundos, favorece sus derechos ampliados? Efectivamente, lo que se ha visto en 2019
en varios países en la región parece más bien un proceso diseñado para socavar la legitimidad de la
democracia liberal en favor de un autoritarismo con cara de democracia electoral. 

En los años por venir, la implementación del ODS 16 se pondrá bajo la lupa en el ámbito regional (por
ejemplo por medio de la CEPAL) y también en el internacional (por medio de los Informes Nacionales
Voluntarios). En términos formales, muchos países de América Latina sin duda cumplirán con las
metas del ODS 16 en su momento. Sin embargo, cabe preguntarse si las prácticas de algunas élites po-
lítico-económicas realmente permiten que las normas subyacentes al ODS 16 permeen las institucio-
nes y la administración pública; es decir, si la cultura política se puede transformar hacia una
democracia liberal, en el sentido auténtico. De lo contrario, no se puede descartar el riesgo de que al-
gunos países caigan en la trampa de “palomear resultados” de progreso que realmente no implican
avances o desarrollo incluyente (Villanueva Ulfgard, 2019), o siquiera transformación.

Ahora bien: ¿qué se necesita de los gobiernos y los múltiples actores interesados en tomar el ODS 16
en serio? Teniendo en cuenta los Informes Nacionales Voluntarios de varios países mencionados en
este texto, entre los desafíos comunes destacan: 1) la necesidad de alinear los ODS con todos los niveles
de gobierno; 2) visibilizar las condiciones de vida de la población más vulnerable y cuantificar las ca-
racterísticas de estos grupos, y 3) continuar mejorando las estadísticas nacionales y establecer más
alianzas. Concretamente, ¿qué requieren los países de América Latina para avanzar hacia la paz, la
justicia y la inclusión? Los elementos más apremiantes son: liderazgo político y financiamiento para
la implementación de acciones y programas; vínculos efectivos entre políticas y programas de justicia,
paz e inclusión; implementación y mecanismos de monitoreo; e inversiones políticas y financieras en
datos y estadísticas.

Volviendo al punto de partida, la crisis de la democracia liberal no es precisamente un escenario alen-
tador para la buena implementación del ODS 16. Como señala Zovatto (2019), en América Latina se
requiere “fortalecer las instituciones para aumentar la resiliencia democrática, es decir, la capacidad
de la democracia para afrontar crisis y desafíos complejos, sobrevivir a ellos, innovar y recuperarse”.
Eso se obtiene mediante reformas que incluyen fomentar: “1) partidos modernos y democráticos, con
financiamiento transparente; 2) parlamentos legítimos, con capacidad para representar y encauzar las
demandas sociales, complementados con mecanismos de participación ciudadana; 3) elecciones con
integridad, y 4) instituciones y mecanismos de transparencia y rendición de cuentas” (Zovatto, 2019).
También se requiere asegurar el equilibrio de poderes para prevenir el abuso del poder y asegurar una
buena práctica de principios de transparencia y rendición de cuentas. Al fin y al cabo, la gente necesita
contar con políticos que tengan un compromiso auténtico con el combate a la corrupción. Si esto no
es así, no se puede vislumbrar seriamente contar con instituciones “habilitadoras” para el cumpli-
miento de los ODS, sino, por el contrario, habrá más erosión de la confianza en la democracia y en los
fundamentos de la convivencia entre los ciudadanos y las sociedades en la región.
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